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El presente informe es para identificar los principales problemas que resulta 

del expediente 955-2018/CC2 donde se sanciona a la empresa R. N. por actos 

discriminatorios. 

 
Lo que se pretende es analizar si fue correcta la sanción que se impuso a R. 

N. y si se aplicó correctamente un criterio de razonabilidad, analizado bajo el imperio 

del principio de proporcionalidad (art. 200 in fine de nuestra Constitución Política del 

Perú), así como también determinar si hubieron otras vías igualmente satisfactorias 

como capacitar a estos proveedores ante un eventual suceso de discriminación como 

obligación que tiene todo Estado llamado a prever y orientar mecanismo de 

concientización para evitar estos sucesos. 

 
Asimismo, ¿este tipo de sanciones ayudan a reorientar las conductas de los 

proveedores en mercado o directamente debemos de sancionar e imponer medidas 

correctivas?, ¿qué tanto sería beneficioso a largo plazo?, ¿éstas sanciones alentarían 

a la inversión privada a ponerse al margen de la norma o desincentivaría la inversión 

en país?, ¿habrían otros alternativas que coadyuden a corregir estas conductas? y si 

fuese así, que se hubiera sucedido si R. N. hubiera sido sancionado de diferente 

manera llevando un criterio de ponderación en base a la idoneidad, la necesidad y la 

proporcionalidad debido que por medio existen derechos constitucionalmente 

reconocidos como el derecho de igualdad y derecho a la dignidad. 

 
También determinar que nos establece nuestra normativa tanto nacional como 

internacional acerca de la protección de la dignidad ante actos discriminatorios que 

este caso se suscitó en una relación de consumo. 

 
Y por consiguiente determinar si R. N. tiene justificación objetiva y razonable para 

establecer como política interna la entrega de cartas diferenciadas a sus comensales, 

esto en base al principio de libertad de empresa. 



INDICE 
1. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO............................................ 4 

1.1. Antecedentes ................................................................................................ 4 

1.2. Denuncia de la A.C.I.P .................................................................................. 4 

1.2.1. Medios probatorios .............................................................................. 4 

1.2.2. Fundamento jurídico ............................................................................... 5 

1.3. Admisión a trámite de la denuncia ................................................................ 5 

1.4. Descargos de la denunciada R. N. ................................................................ 5 

1.5. Resolución de la comisión de protección al consumidor ............................... 6 

1.6. Recurso de apelación.................................................................................... 6 

1.7. Absolución del recurso de apelación ............................................................. 7 

1.8. Audiencia de informe oral .............................................................................. 7 

2. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE ................................................................................ 8 

2.1. Principales problemas ................................................................................... 8 

2.2. Primer problema: fue correcta la calificación que se le atribuyo a R. N. sobre 

el caso de discriminación ........................................................................................ 9 

2.3. Segundo problema: puede Indecopi intervenir cuando la política interna de 

una empresa vulnere o afecte la dignidad del consumidor ................................... 12 

2.4. Tercer problema: podría sustentar R. N. basándose en una constatación 

notaria que se vulnero el principio de verdad material .......................................... 13 

2.5. Cuarto problema: fue el hecho suscitado en R. N. un acto que atenta contra 

la dignidad de los consumidores que nos dice nuestra legislación y nuestra 

jurisprudencia al respecto ..................................................................................... 15 

2.6. Quinto problema: se podría ver a la discriminación que se suscitó en el 

presente caso como una infracción o vulneración al deber de idoneidad ............. 21 

2.7. Sexto problema: es razonable la sanción impuesta a R. N. ........................ 23 

3. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS ................................................. 26 

3.1. Nuestra posición respecto a la resolución final 2758-2019/spc- Indecopi ... 26 

3.2. Nuestra posición sobre los actos de discriminación .................................... 26 

3.3. Nuestra posición sobre la política interna de R. N. ...................................... 27 

3.4. Nuestra posición sobre la graduación de la sanción ................................... 28 

CONCLUSIONES .............................................................................................. 30 

REFERENCIAS ................................................................................................. 33 

ANEXOS ........................................................................................................... 34 



4  

 
 
 
 
 
 
 

1. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 
1.1. Antecedentes 

 
El día 23 de julio de 2018, la (ACIP) (En adelante la asociación), representada 

debidamente por su presidente el Sr. J. B. A. Z., siendo que, en razón de una presunta 

infracción al Código de Protección y Defensa del Consumidor, aprobado mediante Ley 

29571, interpone denuncia contra la empresa R. N. 

1.2. Denuncia de la A.C.I.P 

 
• La Asociación de Consumidores argumenta su denuncia basándose en las 

cartas diferenciadas que entregaba R. N. a sus consumidores aludiendo que son los 

varones los que deben pagar la cuenta debido a que se acredita que estas cartas de 

color azul contenían el precio de la lista de productos que el restaurante ofrece 

mientras que las cartas de color amarrillas que se entregan a las mujeres únicamente 

contiene la lista de productos que el restaurante ofrece, pero no el precio. 

• Además, señala que el ACTA NOTARIAL de fecha 29 de agosto de 2018, lo 

único que probaría es la existencia de la referida carta con precios a partir de esa 

fecha, mientras que la denuncia fue interpuesta el 28 de julio de 2018, claramente 

este medio probatorio no es idóneo para acreditar que siempre existió una carta con 

precios en la entrada del restaurante por lo que contraviene el PRINCIPIO DE 

VERDAD MATERIAL. 

• Asimismo, se alega vulneración de la dignidad y derechos constitucionales. 

 
1.2.1. Medios probatorios 

 

Se ofrecieron como medios probatorios: 
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• Fotos de las cartas azules que si contienen los precios y que solo fueron 

entregadas a los hombres y las amarillas que no contienen precios y que solo fueron 

entregadas a las mujeres. 

• Video grabado en vivo 

• Foto de la factura 

• Vigencia de poder del presidente del consejo directivo de la “A.C.I.P” 

 
La A.C.I.P. solicita la sanción de estos actos discriminatorios que estaría practicando 

la empresa R. N. contra sus comensales mujeres, asimismo pide que se ordene a la 

empresa cese su actuar discriminatorio, debiendo entregar cartas iguales a todos sus 

consumidores. 

1.2.2. Fundamento jurídico 

 
• Constitución Política artículo 2 inciso 2. 

• Código de Protección y Defensa del Consumidor, artículo 38 inciso 1. 

• Observación General N.º 18 del Comité de Derechos Humanos del Sistema de 

las Naciones Unidas. 

1.3. Admisión a trámite de la denuncia 
 

La Secretaría Técnica de la Comisión de Protección al Consumidor (en adelante, la 

secretaria técnica) emite la Resolución 1, con fecha 03 de agosto de 2018, imputando 

cargos contra R. N. 

Con fecha 23 de julio de 2018, se admite a trámite la demanda interpuesta por la 

asociación, por presunta infracción del artículo 38 del Código de Protección y Defensa 

del Consumidor, en razón de que la empresa denunciada R. N. brindaría un trato 

distinto y discriminatorio, concretizándose este en las cartas de menú que ofrece a su 

público consumidor en su local comercial(puesto que la carta menú de los hombres 

consigna el precio de los productos ofrecidos y la carta menú de las mujeres no 

consigna). 

1.4. Descargos de la denunciada R. N. 

 
a) El denunciado afirma ser un restaurante con una gran trayectoria y reputación 

en el mercado peruano, señala que cuenta con 30 años de vigencia en el rubro 

gastronómico, siendo uno de los restaurantes más reconocidos, históricos y 
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tradicionales en el Perú, y esto porque ofrecen excelencia y calidad en el servicio 

ofrecido a sus visitantes. 

b) Tiene el restaurante gran afluencia de consumidores, su local sirve de 

reuniones tanto familiares, sociales como de negocios. Ofrecen un ambiente especial, 

acogedor y romántico para todo tipo de eventos, aniversarios, cumpleaños o cualquier 

otro momento especial. Ofrece acreditación en su página web de tal afirmación. 

c) La supuesta diferenciación o discriminación a que alude la denunciante, se 

trataría de una estrategia comercial del restaurante, pues se quiere propiciar el 

ambiente romántico y de pareja que quiere potencializar la empresa y por la cual 

quiere ser distinguida. Y que en ningún momento de trataría de una discriminación por 

motivo de sexo, pues no se les brindaba a las mujeres una carta sin precios por el 

solo hecho de ser mujer, sino en atención a la situación de estrategia interna comercial 

y persecución de objetivos empresariales. 

d) Existe constatación notarial de fecha 29 de agosto de 2018, donde se evidencia 

que no existe discriminación ni vulneración al principio de igualdad, puesto que la 

cuestionada carta se encontraba a libre disposición de todos, sin restricción alguna de 

poder acceder a su contenido, incluidas las consumidoras mujeres. 

1.5. Resolución de la comisión de protección al consumidor 
 

Mediante Resolución 0271- 2019/ CC2 del 8 de febrero de 2019, se declara infundada 

la denuncia presentada contra R. N. por presunta infracción del artículo 38 del Código 

de Protección y Defensa del Consumidor. El fundamento de la decisión de la Comisión 

de Protección al Consumidor se basa en la no acreditación de que la entrega de las 

cartas distintas en el restaurante obedeciera o es suficiente para determinar que se 

trata de un acto de discriminación contra la mujer. 

1.6. Recurso de apelación 
 

Con fecha 21 de marzo de 2019 la asociación interpuso recurso de apelación contra 

la resolución 0271-2019/ CC2 que declara infundada su denuncia, reiterando su 

alegación bajo los siguientes argumentos: 

a) El artículo 38 del Código es claro y señalaba taxativamente en su texto que se 

considera una práctica discriminatoria cuando no se aplica las mismas condiciones 

comerciales a los consumidores que se encontraban en una situación de igualdad. 
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Dicha situación ha realizado R. N. al entregar cartas diferenciadas a las parejas 

consumidoras, por tanto, la decisión de la Comisión estaba errada. 

b) Este comportamiento discriminatorio no ha sido advertido por la Comisión que 

evalúa la situación, la misma que genera agravios a la asociación y en general a los 

comensales y visitantes de dicho restaurante. 

c) La Comisión al validar la alegación de la denunciada, cuando señala que 

contaba con una carta y precios de libre disponibilidad en la entrada de su local, y que 

dicha situación fue constatada notarialmente, no está teniendo en cuenta que dicha 

constatación fue realizada el 29 de agosto de 2018, siendo que la denuncia fue 

planteada el 23 de julio de 2018, por lo que no se podría afirmar que todos los 

consumidores hayan tenido acceso directo a los precios de sus cartas y platos, por 

consiguiente se estaría contraviniendo el principio de la verdad material. 

1.7. Absolución del recurso de apelación 
 

La denunciada mediante escrito de fecha 17 de junio de 2019 absuelve el recurso 

bajo lo siguiente: 

a) Sus cartas, en ningún momento señalan, nombran, indican o hacen alusión a 

que, por ser de color azul, en todo momento, estas solo se podían entregar a los 

consumidores hombres, de igual manera, que las amarillas se deberían entregar solo 

a las consumidoras mujeres. 

b) Que la entrega de una carta sin precio, respondía a estrategias comercial y de 

política interna, y estas solo eran entregadas cuando ocurrían cenas románticas de 

parejas, celebraciones, aniversarios, cumpleaños o cualquier otra fecha especial que 

podría celebrarse en pareja. La misma no era entregada bajo razón de que por el solo 

hecho de ser mujer no se debe pagar, sino era entregada en busca de un sello 

distintivo de servicio al querer de buena intención propiciar el romanticismo de pareja. 

c) El restaurante no discrimina a la mujer por ser tal, al contrario, este se 

caracteriza principalmente por brindar un ambiente, cuya arquitectura y diseño 

persiguen el objetivo de engrandecer y elogiar la belleza y delicadeza femenina. 

 
 

1.8. Audiencia de informe oral 
 

La asociación presento un escrito solicitando que se revocara a las partes a una 

Audiencia de Informe Oral. 
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Con fecha 2 de agosto de 2019, la asociación presento un escrito, argumentando: 

 
a) El restaurante en reiteradas ocasiones ha discriminado a las mujeres con la 

dación de sus cartas sin precios. 

b) Agrega, que en el año 1980 el restaurante Frances L´Orangerie, fue un caso 

judicial que acabó con el menú de damas y aquí se ofrecían solo precios para 

hombres. Este caso es muy similar al debatido, dicho caso concluyó en la emisión de 

una orden al local para que dejara de emitir tal menú diferencial. 

c) El restaurante debió permitir que la pareja fuera quien libremente decida acerca 

de la forma de pago o reparto del mismo, puesto que el entregar cartas diferenciadas 

conllevaba a que el hombre siempre era el que debía pagar la cuenta. 

d) El entregar cartas sin precios a las mujeres, afecta su elección al solicitar algún 

pedido o plato para consumir, y aquí se reafirma la idea de que el hombre siempre era 

el que debía pagar por tanto decidir lo que se consumía. Esto no resulta de ningún 

modo detallista. 

Según lo establecido en el artículo 35 del decreto legislativo 807 “Las partes pueden 

solicitar la realización de un informe oral siendo que la actuación o la denegatoria del 

mismo quedaran a criterio de la administración que resuelva el caso, según la 

importancia y trascendencia del mismo”. 

El órgano jurisdiccional bajo mención determino que, según lo dispuesto en la 

normativa aplicable a los procedimientos a cargo del Indecopi, la convocatoria a una 

audiencia de informe oral es una potestad de la autoridad administrativa, mas no una 

obligación, considerando además que no hay necesidad de actuar dicha audiencia 

cuando se estime que los argumentos expuestos por las partes y las pruebas 

ofrecidas son suficientes para resolver la cuestión controvertida. 

En virtud de lo anterior, considerando que en el presente caso obran en autos los 

elementos de juicio suficientes efectos de emitir un pronunciamiento, así como la 

asociación ha podido exponer y sustentar su posición a lo largo del procedimiento, 

corresponde denegar el pedido de uso de la palabra planteado por la denunciante. 

2. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 
 

2.1. Principales problemas 



9  

Los principales problemas que resaltan a la luz respecto del expediente administrativo 

son lo siguiente: 

• Fue correcta la calificación que se le atribuyo a R. N. sobre el caso de 

discriminación. 

• Puede el Indecopi intervenir cuando la política interna de una empresa vulnere 

o afecte la dignidad del consumidor. 

• Podría sustentar R. N. basándose en una constatación notaria que se vulneró 

el principio de verdad material. 

• Fue el hecho suscitado en R. N. un acto que atenta contra la dignidad de los 

consumidores que nos dice nuestra legislación y nuestra jurisprudencia al respecto. 

• Se podría ver a la discriminación que se suscitó en el presente caso como una 

infracción o vulneración al deber de idoneidad. 

• Es razonable la sanción impuesta a R. N. 

 

 
2.2. Primer problema: fue correcta la calificación que se le atribuyo a R. N. 
sobre el caso de discriminación 

 
En primer lugar, hacer mención que una relación de consumo origina el vínculo entre 

proveedor y consumidor, toda vez que este adquiere un producto o contrata un 

servicio a cambio de una contraprestación económica o precio. 

Sin embargo, es fundamental resaltar que, para que exista trato discriminatorio en el 

consumo, este se puede dar tanto si hay pago del precio como si no lo hubiera aún. 

En ese sentido, también puede darse cuando previamente al pago, el consumidor es 

impedido de consumir o ingresar si quiera al lugar de consumo, es decir, se habla de 

la etapa previa a la concretización de un pago y un posterior consumo. De ahí que 

surjan las medidas prohibitivas legales para evitar este tipo de situaciones. 

Entre estas medidas, el Código de Protección y Defensa del Consumidor en sus 

artículos 102, 110 y 114, determina este actuar discriminatorio en el consumo como 

una infracción administrativa y, por tanto, el ente encargado de sancionar, -ya sea de 

oficio o a pedido de parte del consumidor afectado o representado por alguna 

asociación de consumidores-, es el Indecopi, el cual puede imponer multas de hasta 

450 UIT. 

Según Indecopi (2015), se puede advertir la presencia de discriminación cuando: 
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a) Cuando se haya dispensado un trato diferenciado sin una causa objetiva 

b) Dicho trato diferenciado se encuentre prohibido por ley 

c) Como consecuencia de este trato diferenciado se haya afectado un derecho. 

 
 

Asimismo, nuestra Carta Magna, en el marco de un Estado Constitucional de 

Derecho, proscribe la discriminación bajo cualquier modo o circunstancia, pues lo que 

se busca proteger y resguardar es la dignidad y la vida humana, esto también a la luz 

del Derecho Internacional. 

Hay que tener en cuenta la diferenciación entre trato diferenciado ilícito y 

discriminación, el primero constituye un tipo de infracción a nivel administrativo, y se 

sanciona según la normativa del Código a través del Indecopi. Por otro lado, la 

discriminación en el consumo, además de ser una infracción administrativa, constituye 

en un tipo penal con pena de cárcel que es perseguido por el Ministerio Público. En 

ese sentido el Indecopi tiene la responsabilidad de imponer las sanciones 

administrativas correspondientes, sin perjuicio de remitir la información al defensor la 

de legalidad a fin de que este evalúe la posible situación de discriminación al 

consumidor y tome cartas en el asunto. 

Además, en Indecopi (2015), también se señala que para tener por 

comprendido el primer término, se menciona: 

El tráfico diferenciado ilícito consiste en aquella conducta por la que un 

proveedor niega a un consumidor la posibilidad de adquirir un producto o de disfrutar 

un servicio por cualquier motivo que no resista un análisis de proporcionalidad, 

razonabilidad u objetividad y que más bien este basado en cuestiones eminentemente 

subjetivas, como enemistad con el cliente (p. 27). 

Ahora, siguiendo lo señalado por el vocal Julio Durand en sendas resoluciones 

de la Sala Especializada en Protección al Consumidor (segunda y última instancia 

administrativa del Indecopi, y que fundamentan su voto singular se tiene: 

Así nos menciona el autor que no todo trato desigual es discriminatorio; es 

decir, se estará frente a una diferenciación cuando el trato desigual se funde en 

causas objetivas y razonables. Por el contrario, cuando esa desigualdad de trato no 

sea ni razonable ni proporcional, se está frente a una discriminación y, por tanto, frente 

a una desigualdad de trato constitucionalmente intolerable (Fundamento jurídico 8). 
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Dicho esto, se sienta las bases para establecer diferenciaciones puntuales: 

• El trato diferenciado ilícito: Es el trato que trae consigo una restricción al 

acceso de productos o servicios, esto principalmente se debe a motivos simples, pero 

sin razón suficiente de justificación. 

• La discriminación: Se funda en la preferencia, prevalencia de determinados 

grupos en perjuicio de otros, situación que distorsiona la normal convivencia en 

sociedad y trasgrede la igualdad que se busca. La discriminación es reprochable en 

todos sus sentidos, no hay razón que justifique el no recibir un trato justo y equitativo 

cuando se quiere consumir algún producto o adquirir algún servicio. 

 
En esa misma línea, el Tribunal Constitucional en el Expediente 237-2020-AA/TC 

considera: 

Cuando la discriminación indirecta se funda en un criterio sospechoso o 

potencialmente discriminatorio, el acto u omisión que la genera debe reputarse, 

en principio, inconstitucional, asimismo se debe entender por “categorías 

sospechosas” o “especialmente odiosas” a aquellos criterios de clasificación 

que aluden a determinados grupos sociales y que, por ende, merecen recibir 

una tutela especial de parte del ordenamiento jurídico. La cual consiste en 

establecer que toda distinción que se funde en alguno de estos criterios 

expresamente vedados, estará afecta a una presunción de 

inconstitucionalidad, la cual solo podrá ser desvirtuada a través de una 

justificación “Estricta, objetiva y razonable” (fundamento jurídico 32). 

 
Tal y como prescribe el Código de Protección y Defensa del Consumidor en su 

artículo 110, las sanciones a imponer atienden a la gravedad del hecho, si esta son 

consideradas como graves o leves. En el presente caso hay que revisar ciertos 

criterios debido a que la discriminación en un factor difícil de poder determinar porque 

esta se consume de manera instantánea por ende es una conducta grave debido que 

reviste de dificultad probatoria, pero también hay que dejar en claro si producto de 

esta conducta de entrega de cartas diferenciadas se afectó la capacidad de goce del 

consumidor para así para que esta sea calificada como una conducta muy grave. 

En el presente caso se denota que si bien se realizó la entrega de cartas 

diferenciadas esta no impidió que los consumidores e ingresen al local y por ende 
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tomen el servicio, por lo tanto el servicio se les brindo de manera oportuna, el factor a 

determinar aquí será si producto de dicha conducta se afectó los derechos de los 

consumidores, a mi criterio se vulnero el derecho a la información al no consignar los 

precios en el carta de la comensal, pero no verla desde un punto de discriminación 

porque si bien R. N. no demostró de manera razonable ni objetiva la entrega de las 

mismas debido a que este pretendía implantar una cultura tomada de restaurantes 

europeos y anglosajones por lo que bien pudo actuar no de una manera dolosa debido 

que quiso imitar lo que se hacía en otros países, por ello aquí juega un rol importante 

las capacitaciones por parte del Indecopi como capacitaciones y charlas instructivas 

e informativas para darle a conocer sus derechos y obligaciones a los proveedores y 

como deben actuar con sus consumidores, por lo que recordemos que R. N. en gran 

medida estaba cumpliendo con lo que le establecía el articulo 4 y 5 del Código de 

Protección al consumidor al exhibir una lista de precios de los productos se expendía 

en su local tal cual se puede ver el fojas 88 del expediente analizado, en la entrada 

del local y a la vista de todos sus consumidores, por lo tanto iremos analizando ciertos 

puntos más adelante de manera más detallada. 

 

2.3. Segundo problema: puede Indecopi intervenir cuando la política interna 
de una empresa vulnere o afecte la dignidad del consumidor 

 
En nuestro país está implantado un Estado Social y Democrático de Derecho 

que funda nuestro sistema jurídico, así lo reconoce la Constitución, a su vez la 

economía que desarrolla es una economía social de mercado que busca proteger la 

iniciativa e inversión privada en el desarrollo de actividades económicas. 

El Tribunal Constitucional ha determinado cuatro tipos de libertades de empresa: 

 
a) La libertad de creación y de acceso al mercado: Lo cual determinad que existe 

libertad para iniciar una actividad económica dentro del mercado en nuestro país. 

b) La libertad de organización: Para llevar a cabo la libertad de empresa, debe 

realizarse bajo parámetros de organización, donde se determine el tipo de empresa, 

el objeto social, el domicilio, etc. 

c) La libertad de competencia: La libertad de competencia permite que exista un 

mercado lleno de proveedores donde los consumidores tengan la posibilidad de elegir 

mejores las condiciones para poder contratar o adquirir un bien o servicio que más les 

convenga. 
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d) La libertad para cesar actividades: Es la libertad que tiene toda aquella persona 

que haya constituido una empresa y disponga el cierre o el cese de la misma cuando 

este lo considere conveniente. 

Se tiene entonces que tal como se desprende del artículo 59 de la Constitución, 

se determina en este los límites a la libertad de empresa, puesto que ningún derecho 

o libertad son absolutas, y al caso, el ejercicio de la libertad de empresa y de las 

demás libertades económicas bajo ninguna circunstancia debe afectar a la moral, ni 

a la salud, a la integridad, ni a la seguridad pública. Esta limitación no se encuentra 

expresamente como tal, pero se desprende enunciativamente, pues la misma se debe 

interpretar conforme al principio constitucional de la dignidad de la persona humana, 

principio que funda nuestra Constitución, y que es portador de valores sociales y de 

los derechos de defensa de los hombres y mujeres. 

En razón a ello, se puede advertir que el derecho a la libertad de empresa no 

se puede ejercer vulnerando los derechos de la salud, la moral y la seguridad de la 

población. Sino que, el ejercicio de este derecho debe ser en armonía con el bienestar 

social. 

En consecuencia, la dignidad es inherente al ser humano y por ende no debe 

revestir de vulneración alguna que la afecte, esto en respeto irrestricto del estado 

constitucional de derecho en el que nos encontramos, donde la vida y la dignidad 

humana se encuentran por encima de todo el ordenamiento jurídico. 

Se concluye y en concordancia con los fundamentos expuestos en el presente trabajo 

que la entrega de cartas diferenciadas no se encontraba justificada de manera objetiva 

y razonable. 

 
 

2.4. Tercer problema: podría sustentar R. N. basándose en una constatación 
notaria que se vulnero el principio de verdad material. 

 
 

Respecto al principio de verdad material debemos tener en cuenta, el 

ordenamiento y la doctrina establecen que este se encuentra recogido en el numeral 

1.11 del artículo IV de la Ley N.º 27444, el cual señala lo siguiente: 

 
La autoridad administrativa dentro del procedimiento competente se 

compromete a verificar absolutamente los hechos que son de motivo a sus decisiones, 

para lo cual deberá amparar todas las medidas probatorias indispensables 
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autorizadas por la ley, aun cuando no hayan sido formuladas por los administrados o 

hayan acordado eximirse de ellas. 

 
Asimismo, según Jiménez (2019), respecto del principio de verdad material en 

el procedimiento administrativo señala: 

Que el principio de verdad material establece que, en el procedimiento, la 

autoridad administrativa competente deberá verificar plenamente los hechos que 

sirven de motivo para sus respectivas decisiones, para lo cual deberá adoptar todas 

las medidas probatorias necesarias autorizadas por la Ley, aun cuando no hayan sido 

propuestas por los administrados. 

Asimismo, los documentos presentados por él administrado deben ser 

auténticos y las invocaciones de hechos deben responder a la realidad. En buena 

cuenta, todo lo que obre en el expediente administrativo o lo que sirva de fundamento 

para una actuación o resolución administrativa, debe responder únicamente a la 

verdad (p. 86). 

Entonces este principio predomina los alcances del interés público, respecto de 

los intereses privados. 

Es así que conforme al artículo 39 del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor nos menciona: 

La carga de la prueba sobre la existencia de un trato desigual 

corresponde al consumidor afectado cuando el procedimiento se inicia por 

denuncia de este o a la administración cuando se inicia por iniciativa de ella. 

Para acreditar tal circunstancia, no es necesario que el afectado pertenezca a 

un grupo determinado. CORRESPONDE AL PROVEEDOR DEL PRODUCTO 

O SERVICIO ACREDITAR LA EXISTENCIA DE UNA CAUSA OBJETIVA Y 

JUSTIFICADA. Si el proveedor demuestra la existencia de una causa objetiva 

y razonable, le corresponde a la otra parte probar que esta es en realidad un 

pretexto o una simulación para incurrir en prácticas discriminatorias. Para estos 

efectos, es válida la utilización de indicios y otros sucedáneos de los medios 

probatorios. 

En la presente ACTA DE CONSTATACIÓN de R. N., de fecha 29 de agosto del 

2018, que a propósito se realizó después a la denuncia formulada por la asociación, 

la cual no tienes semejanza con la realidad; ya que son hechos incompatibles de 

fondo. 
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Si bien este medio probatorio lo único que probaría es la existencia de la 

referida carta con precios a partir del 29 de agosto del 2018 y la denuncia de 

Asociación fue interpuesta el 23 de julio 2018 un mes antes, claramente el medio 

probatorio presentado por la R. N. no es idóneo para acreditar que siempre existió 

una carta con precios en la entrada del restaurante. 

Por lo que se habla de una vulneración al principio de verdad material debido 

que la asociación intenta no considerar la constatación notarial como medio probatorio 

puesto que este se ha realizado con posterioridad a los hechos suscitados. 

Conforme al principio de presunción de veracidad integrado dentro del derecho 

administrativo, R. N. plantea en su apelación que se debe considerar los documentos 

contribuibles para llegar así a responder la verdad de los hechos contenidos en ellos, 

salvo que exista alguna prueba antagónica que demuestre la contrariedad. 

Hasta aquí ambos dieron sus descargos sobre la vulneración que se menciona en el 

expediente, pero tenemos que tener en cuenta esto va más allá debido que por medio 

hay un interés general de consumidores. 

Donde se debe ponderar entre el interés público del privado y debe prevalecer el 

primero 

 
2.5. Cuarto problema: fue el hecho suscitado en R. N. un acto que atenta 
contra la dignidad de los consumidores que nos dice nuestra legislación y 
nuestra jurisprudencia al respecto. 

 
 

Si bien R. N. lleva en el mercado más de 30 años que le han permitido 

consolidarse y obtener reconocimientos a nivel nacional e internacional como: 

• La world confederation of businesses a nivel internacional le otorgó el premio: 

“World leader business Enterprise” 

• La municipalidad de Miraflores le otorgó a nivel nacional el premio por calidad 

de servicio al cliente. 

Dentro de su política interna estaba el de proporcionaba una carta diferencia al 

hombre y a la mujer como parte del servicio especial que ofrecían, es así que señalan 

restaurantes donde se utilizan estas mismas políticas como es: 
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El restaurante TANTE CLAIRE que es un restaurante que queda al sur del 

Chelsea Inglaterra de propiedad del famoso cocinero james Gordon, BENAVENTURE 

HOTEL DE MONTREAL en Canadá o el CINQ en parís. 

En el ámbito internacional, el mandato de no discriminación está manifestado 

en normas generales como la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos. Existe además un número importante de instrumentos 

internacionales que privan específicamente cualquier tipo de discriminación, tales 

como la Convención internacional sobre la supresión de todas las formas de 

discriminación racial, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 

discriminación contra la mujer, la Convención Interamericana para la eliminación de 

todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, entre otros. 

Asimismo, la Defensoría del Pueblo (2010, p 51 y ss.) nos señala lo siguiente: 

 
El estado peruano debe garantizar la protección de la dignidad humana como 

fin supremo de la sociedad por ende tiene la obligación de implementar todas las 

herramientas necesarias para garantizar y revertir situaciones discriminatorias 

promoviendo, capacitando, concientizando a los proveedores, designando recursos, 

investigando y por último sancionando actos de discriminación ya que el 

incumplimiento generaría una responsabilidad internacional para el estado. 

La legislación en estados unidos la principal entidad encargada de ver actos de 

discriminación es la División de Derechos Civiles del Departamento de Justicia que 

impulsa acciones civiles o penales contra personas que cometen actos de 

discriminación, las acciones civiles se imponen para la culminación de estas 

conductas degradantes que violan los derechos constitucionales y fundamentales de 

las personas, se ha recurrido imponerse frente a los tribunales federales para así 

exigir que se otorguen medidas que subsanen y reparen el daño que se causa a través 

quizá de una indemnización compensatoria. 

En nuestra legislación y doctrina se le da una protección civil, penal y administrativa 

 
❖ CIVIL 

 
Osterling (2009), señala; 
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Cuando una persona ha sufrido un daño sin justificación, el Derecho quiere que los 

aspectos materiales le sean aliviados mediante el traslado de su carga económica a 

otro o a otros individuos, entonces lo que se persigue en la vía civil es el resarcimiento 

económico de quien sufrió el daño, independientemente de que el causante merezca 

o no un castigo, aspecto del que se encarga el Derecho Penal (p. 12). 

En ese sentido si existe una afectación se puede solicitar una indemnización en la 

vía judicial claro está que se da solamente si ya se ha agotado la vía administrativa 

por el daño moral, para que esta se acredite se debe fundamentar con pruebas 

fehacientes e irrefutables sobre la verdadera afectación que se causó, ya que 

consecuentemente las conductas del consumidor no serán las mismas, estarán 

envueltas en gran sufrimiento, aflicción y zozobra. 

❖ PENAL 

 
En nuestro código penal en el artículo 323 podemos encontrar tipificado el delito de 

discriminación e incitación a la discriminación estableciendo penas entre dos a tres 

años llegando hasta cuatro si esta reviste de algún agravante. 

En esas líneas, Vega (2015) señala algunos alcances sobre los actos de 

discriminación desarrollados en nuestro país: 

Que si bien el año 2000 fue la primera vez que se incorporó al código penal el delito 

de discriminación, la cual carecía de muchas deficiencias puesto que en aquellos años 

existía mucho desconocimiento sobre cómo se concreta una conducta discriminatoria, 

solamente existían 4 causales (racial, étnica, religiosa y sexual) no va ser hasta el 

año 2006 que se hizo una reforma con la ley 28867 para modificar el artículo 323 del 

código penal las modificaciones traían consigo una nueva redacción de lo que era una 

discriminación, se especificaban el tipo de modalidades, se mostraba un listado de 

causales y se establecieron los agravantes tres años después para el 2009 se produjo 

la primera sentencia, una joven discriminada en el instituto tecnológico Manuel 

Arévalo de los olivos, debido a actos de discriminación contra una joven con 

discapacidad que le generaba limitaciones tanto para hablar como para desplazarse 

, gracias al apoyo de la defensoría del pueblo que le brindo asesoría y dos años de 

proceso se logró sancionar a 4 profesores de dicho instituto, un año después de 

promulga el código de protección y defensa del consumidor que recoge actos de 

discriminación en su artículo 38 en una relación de consumo y tres años más tardes 
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en agosto del 2013 fue publicada la Ley N.º 30076, que establece una serie de 

modificaciones al Código Penal y el Código Procesal Penal. En lo referente a la 

discriminación, se modifica el Artículo 46º del Código Penal, para incorporar como 

agravante: “d: Ejecutar el delito bajo móviles de intolerancia o discriminación de 

cualquier índole (pp. 5-7). 

❖ ADMINISTRATIVA 

 
En la vía administrativa como bien lo señalamos líneas atrás el encargado de 

sancionar conductas discriminatorias en una relación de consumo es el Indecopi a 

través del código de protección y defensa del consumidor en su artículo 38, 

estableciendo desde amonestaciones hasta multas que llegan a los 450 UIT, los 

cuales son dilucidados en un procedimiento ordinario por denuncia de parte o de oficio 

ante la comisión de protección al consumidor. 

En ese sentido queda establecido que nuestra legislación tiene ciertos parámetros 

tanto a nivel administrativo como a también nivel constitucional respecto de 

discriminación tal cual se hace mención a continuación: 

Nuestra constitución política en su artículo 2 donde se reconoce a la igualdad 

como un derecho fundamental, indicando que todos somos iguales ante la ley y que 

nadie debe ser discriminado. 

Por su parte el Código de Protección y Defensa del consumidor en su artículo 38, 

si bien brinda una definición de discriminación, prohíbe este tipo de actos o conductas 

de la siguiente manera: los proveedores no pueden establecer discriminación alguna 

por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o 

cualquier otra índole, respecto de los consumidores, se encuentren estos dentro o 

expuestos a una relación de consumo. 

En nuestro país a fines de la década de los noventa se presentaron casos de 

discriminación que marcaron y dieron origen a la promulgación de decretos 

legislativos que permitan una adecuada protección para el consumidor como lo es el 

caso DISCOTECA THE EDGE y THE PIANO, que hoy en día sirven como 

jurisprudencia para enmarcar los límites de discriminación en una relación de 

consumo. 
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Como recordaremos, a inicios de 1998 los medios de comunicación reportaron la 

comisión de prácticas discriminatorias en algunas discotecas de Lima, entre las que 

se encontraban The Edge y The Piano. El hecho fue denunciado atreves de una 

denuncia periodística del diario La República el 26 de abril ante la Comisión de 

Protección al Consumidor (CPC) quien el inició procedimientos de oficio contra ambas 

discotecas: 

• THE EDGE: American Disco S.A (discoteca The Edge, Expedientes N.º 180- 

98/CPC y 253-98/ CPC) 

• THE PIANO: Merchant Investments Co. SA (discoteca The Piano, Expediente 

N. º 218-1998/CPC) 

Cada empresa suscribió un convenio de exclusividad con su respectiva asociación, 

con idénticos actos jurídicos. Así se obligaban a permitir el ingreso a las discotecas 

The Piano y The Edge exclusivamente a sus asociados. Ello se comunicaría al público 

mediante letreros en las puertas de los establecimientos, que señalaban: “La casa se 

reserva el derecho de admisión”. En sus estatutos se establecieron dos modalidades 

para el proceso de admisión de socios 

a) Mediante una solicitud que sería contestada por el administrador de la 

asociación por escrito en un plazo de siete días naturales. 

b) Modalidad era más simple y se basaba en el criterio del administrador para 

admitir inmediatamente y sin trámites a un candidato a socio. En ese caso, el 

administrador poseía todas las facultades discrecionales necesarias para admitir 

como socio a cualquier candidato que él considerase que reunía las cualidades 

morales para ser miembro de la asociación 

La CPC, se había vulnerado el derecho al acceso y a la elección de todo consumidor. 

Ello había generado una afectación de sus intereses económicos pues veían 

restringida su posibilidad de satisfacer su necesidad de esparcimiento, sobre la base 

de una elección libre entre las opciones del mercado, sancionando con 20 UIT a cada 

una, este caso emblemático propició que el Indecopi emitiese su Documento de 

Trabajo N.º 3-1998, que sustentaba la necesidad de promulgar una ley que 

incorporase la discriminación como una infracción a los intereses de los 

consumidores. 
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Es así que con este documento de trabajo se abrió las puertas para que se promulgue 

la ley N.º 27049 de diciembre de 1998 sobre el derecho de los ciudadanos a no ser 

discriminado que posteriormente se efectuaron modificación con el Decreto legislativo 

N.º 1045 Ley complementaria del Sistema de Protección al Consumidor de junio del 

2008 con la finalidad de permitir una mejor protección de los consumidores. 

Esto sirvió para evitar futuros actos de discriminación dentro de una relación de 

consumo y qué estos sean protegidos y amparados por el Indecopi absolviendo 

también la duda de cuando nos encontraríamos en un acto de discriminación a través 

de un informe publicado en el 2015 (Discriminación en el consumo y trato diferenciado 

ilícito) 

Para que se configure un acto de discriminación deben concurrir tres requisitos: 

 

• Que haya un trato diferenciado sin causa objetiva 

• Que dicho trato diferenciado se encuentre prohibido por ley 

• Y como consecuencia del mismo se haya afectado un derecho 

En el caso de R. N. se cumplieron con estos tres requisitos 

• En PRIMER LUGAR, se dispenso un trato diferenciado sin causa objetiva, pues 

se entregó cartas amarillas, sin precios a las mujeres 

• SEGUNDO, dicho trato diferenciado se encuentra prohibido por ley, contenido 

en el artículo 2.2 de nuestra constitución política y el artículo 38.1 del código de 

protección y defensa al consumidor, donde se prohíbe expresamente la discriminación 

por motivos de sexo. 

• TERCERO, se afectaron derechos constitucionales, se afectó el derecho a la 

igualdad (al ser tratados de forma diferenciada pese a no existir ninguna causa 

objetiva para dicho trato diferenciado) 

Si bien se hizo la entrega de cartas diferenciadas deberíamos poder analizar si como 

consecuencia de esta conducta se produjo un daño que revistió de una gravedad y 

que la persona afectada haya visto afectada su capacidad de goce, por lo que en 

primer lugar se les permitió el ingreso al local por lo que no hubo alguna limitación en 

segundo lugar se les brindo el servicio, tal cual consta en el expediente en el folio 15 

se exhibe la factura por consumo de S./ 785.93 (SETECIENTOS OCHENTA Y CINCO 

CON 00/93 NUEVOS SOLES) Por lo que si bien no estuvo justificada la entrega de 
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cartas diferenciadas la sanción impuesta no reviste de un criterio de proporcionalidad 

debido que hubieron controversias sobre discriminación que de pleno conocimiento 

de la sala donde se les prohíbe el ingreso a personas al local que fueron sancionadas 

con un porcentaje menor que el del presente caso. 

2.6. Quinto problema: se podría ver a la discriminación que se suscitó en el 
presente caso como una infracción o vulneración al deber de idoneidad 

 
El Indecopi considera que no todo trato desigual constituye una afectación al derecho 

de igualdad de aquí surge el concepto de trato diferenciado 

El artículo 38 del Código de Protección y Defensa del Consumidor: 

 
38.2. Está prohibida la exclusión de personas sin que medien causas de seguridad 

del establecimiento o tranquilidad de sus clientes u otros motivos similares 

38.3. El trato diferente de los consumidores debe obedece a causa objetiva y 

razonable. La atención preferente en un establecimiento debe responder a situaciones 

de hecho distintas que justifiquen que los proveedores no pueden establecer 

discriminación alguna por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, 

condición económica o de cualquier otra índole, respecto de los consumidores, se 

encuentren estos dentro o expuestos a una relación de consumo. 

En el manual Indecopi (2015): 

 
Menciona que el trato diferenciado es aquella conducta por la que un proveedor 

niega a un consumidor la posibilidad de adquirir un producto o de disfrutar un servicio 

por cualquier motivo que no resista un análisis de proporcionalidad, razonabilidad u 

objetividad y que más bien este basado en cuestiones eminentemente subjetivas, 

como enemistad con el cliente, como el negar el ingreso a un local comercial por 

motivos no acreditados, entre otros (p. 27). 

Mientras que la discriminación es un tipo infractor más grave que el trato ilícito, pues 

vulnera derechos fundamentales como la igualdad y la dignidad de las personas pues 

en cambio el trato diferenciado ilícito consiste en la negativa de acceso a productos o 

servicios por motivos menos gravosos, que no se basan en características de 

determinados grupos humanos (p. 29). 
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Si bien podemos precisar que el servicio ha sido ofrecido en condiciones de igualdad 

en tanto a los dos se le permitió el ingreso al local y también se les brindo el servicio 

de alimentos, pero solo a uno se le ha brindado la información con los precios de la 

carta 

Entonces se prevé que hay una restricción de la información al no consignar los 

precios en la carta de las mujeres 

En ese sentido Valderrama (2010) señala: 

 
La Asimetría Informativa es una característica intrínseca a cualquier transacción 

económica e incluso a otros aspectos sociales, en tanto que siempre en un 

intercambio de bienes y servicios habrá un actor mejor informado que otro. En efecto, 

dicho actor suele tener mayor y mejor información sobre los productos y servicios que 

ofrece en el mercado, lo que genera que ciertas prácticas puedan distorsionar 

excepcionalmente el buen funcionamiento del mismo (p. 6). 

Recordemos que el derecho a la información está reconocido a nivel constitucional en 

el artículo 65 de nuestra constitución, al respecto, el derecho de los consumidores al 

acceso a la información y el deber de los proveedores de brindarla, se encuentra 

también reconocido en los artículos 1.1 literal b) y 2 del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, en los siguientes términos: 

Artículo 1.- Derechos de los consumidores. 

 
Los consumidores tienen los siguientes derechos: 

 
b) Derecho a acceder a información oportuna, suficiente, veraz y fácilmente 

accesible, relevante para tomar una decisión o realizar una elección de consumo que 

se ajuste a sus intereses, así como para efectuar un uso o consumo adecuado de los 

productos o servicios. 

Artículo 2.- Información relevante 

 
2.1. El proveedor tiene la obligación de ofrecer al consumidor toda la información 

relevante para tomar una decisión o realizar una elección adecuada de consumo, así 

como para efectuar un uso o consumo adecuado de los productos o servicios. 

En pocas palabras, se involucra el deber de los proveedores de proporcionar toda la 

información relevante sobre las características de los productos y servicios que 
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oferten, a efectos de que los consumidores puedan realizar una adecuada elección o 

decisión de consumo, así como para efectuar un uso o consumo correcto de los 

bienes y servicios que hayan adquirido 

La información viene a convertirse un pilar fundamental que goza de un 

reconocimiento constitucional al ser el elemento que brinda a los consumidores las 

herramientas necesarias para adoptar sus decisiones al momento adquirir un 

producto o servicio 

2.7.    Sexto problema: es razonable la sanción impuesta a R. N. 
 

No existió una correcta proporcionalidad al momento de sancionar a R. N., si bien 

cabe mencionar que se debe tener en cuenta los Criterios de graduación para las 

sanciones administrativas conforme al artículo 112 de la ley 27444 no calificaría como 

grave debido que no estamos ante un proveedor reincidente 

Cabría citar algunos pronunciamientos de la sala: 

 

• En este ámbito resulta importante resolución emitida por la Sala de Defensa de 

la Competencia del INDECOPI (Resolución N.º 1029–2007/TDC-INDECOPI, del 18 

de junio del 2007), que sancionó por segunda vez a la empresa GESUR S.A.C., 

propietaria del restaurante “Café del Mar”. El cual impedía el ingreso a su local de 

personas con rasgos mestizos, mientras que a otras parejas con rasgos caucásicos 

ingresaban sin ningún tipo de restricción, por la reincidencia la empresa fue 

sancionada, SANCIÓN: 70 UIT. 

• Discriminación en el consumo por identidad de género, Se confirma la 

resolución venida en grado en el extremo que declaró fundada la denuncia interpuesta 

por Ervin Raúl Torres Farfán contra Chira’s E.I.R.L. por infracción de los artículos 1°.1 

literal d) y 38° de la Ley 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor, al 

haberse acreditado un acto discriminatorio en perjuicio de la parte denunciante, al 

negarle el ingreso al establecimiento comercial debido a su condición de transgénero. 

SANCIÓN: 25 UIT. 

Resolución N° 534-2019/SPC-INDECOPI sobre el Expediente N.º 57-2018/CPC- 

INDECOPI-PIU del 27 de febrero de 2019. Sala Especializada en Protección al 

Consumidor 
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• Discriminación en el consumo por identidad de género, Se confirma la 

resolución venida en grado en el extremo que halló responsable a Gourmet y 

Eventos El Aguaje S.A.C. por infracción del artículo 38.1° del Código de Protección 

y Defensa del Consumidor, en tanto quedó acreditado que incurrió en actos 

discriminatorios, al impedir el ingreso de consumidores al local comercial debido a su 

condición de transgénero. Asimismo, se confirma la referida resolución en el extremo 

que halló responsable a Gourmet y Eventos El Aguaje S.A.C. por infracción del 

artículo 152° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, al haber quedado 

acreditado que incurrió en la falta de entrega del libro de reclamaciones a los 

consumidores, cuando era requerido. SANCIONES: 10 UIT – por haber incurrido en 

actos discriminatorios. 1 UIT – por haber omitido entregar el libro de reclamaciones 

cuando era requerido. 

 
Resolución N° 628-2018/SPC-INDECOPI sobre el Expediente N.º 3-2017/ILN- 

CPC-SIA, del 26 de marzo de 2018, Sala Especializada en Protección al 

consumidor. 

De las citadas resoluciones podemos advertir que la Sala sancionó a otros 

proveedores por conductas discriminatorias con multas menores, por lo que al 

imponer una sanción ascendente a 50 UIT en el presente caso sería desproporcional. 

Artículo 112 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, establece diversos 

criterios de graduación de las sanciones: 

• El Beneficio Ilícito Esperado: Lo único que debe verificarse es cuánto sería 

el ingreso monetario actuando lícitamente y compararlo con el ingreso obtenido 

ilícitamente 

• La Probabilidad de Detección: Las infracciones con baja probabilidad de 

detección son aquellas que resultan muy difícil de ser detectadas por la autoridad, sea 

porque significan el empleo de informes periciales, largas investigaciones, 

desplazamiento de la autoridad en diligencias de inspección, mientras que las 

infracciones con alta probabilidad de detección son aquellas en donde la autoridad las 

va a identificar con facilidad, debido a la labor de fiscalización o las denuncias 

presentadas por los consumidores. 
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Por lo tanto, se mide entre el beneficio ilícito esperado más la probabilidad de 

detección y en base a ello me da como resultado la multa. 

Asimismo, el artículo 112 del CPDC señala: 

 

• La reincidencia como agravante 

R. N. no tiene una conducta reincidente por lo que se puede ver en el registro de 

sanciones e infracciones del Indecopi por lo que no todos los proveedores deben ser 

sancionados con la misma intensidad en todos los casos, por eso es importante la 

necesidad de poder contar con el principio de proporcionalidad el cual se encuentra 

contenido en el artículo 200° de la Constitución Política (Último párrafo) y supone 

proporción entre los medios utilizados y la finalidad perseguida. 

Muy bien lo ha venido mencionando el Tribunal Constitucional 

 
En primer lugar, es necesaria aplicación del principio de proporcionalidad para el 

control de las sanciones administrativas. En segundo lugar, define el principio de 

proporcionalidad según su fórmula tradicional de un triple juicio de idoneidad, 

necesidad y proporcionalidad en sentido estricto. 

En cada caso concreto hay que determinar si hubo una excesiva afectación a los 

derechos fundamentales para ello el maestro Figueroa (2015) señala: 

Que en primer lugar debemos determinar a qué tipo de discriminación nos referimos, 

pues la arbitraria es propiamente la discriminación negativa, mientras que la de orden 

positivo vendría a ser la que es incompatible con la constitución, claramente el 

presente caso se denota que hubo una afectación de manera positiva, es así que por 

medio se deben ponderar la gravedad (p. 14). 

Es así que menciona tres principios como medios igualmente satisfactorios 

 
a) IDONEIDAD bajo el cual se debe analizar si que existen medio alternativos al 

adoptado por el legislador menos gravosos, compara entre lo adoptado por el 

legislador y el hipotético que se hubiera podido adoptar para alcanzar el mismo fin, 

por ello que estos medios han de ser igualmente idóneos 

b) NECESIDAD: Que una medida menos gravosa, logre el mismo resultado para 

evitar una conducta discriminatoria 
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c) PROPORCIONALIDAD: consistirá en analizar el trato diferenciado comparar 

entre el grado de realización y la intensidad en la intervención en la igualdad, aquí 

será determinante la ponderación de derechos fundamentales. 

En ese orden de ideas debo señalar que a mi criterio hubo un exceso en la imposición 

de la sanción a R. N. porque no se consideración algunos factores para la 

graduaciones de la sanción y por ende hubieron otros proveedores con conductas 

discriminatorias a los cuales se les sanciono diferente llegando imponiéndoles 25 UIT 

, entonces debemos reconocer que la ley rige igual para todos y que el beneficio ilícito 

producto del servicio de las cartas diferenciadas no incrementaría el porcentual de la 

ventas debido a que este era un servicio especial que se brindaba y que no se 

presentaba en todas la ocasiones era algo excepcional. 

3. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 
 

3.1. Nuestra posición respecto a la resolución final 2758-2019/spc- Indecopi 
 

Mi postura respeto de la decisión final es discrepante en diversos apartados a 

continuación voy hacer un recuento de lo reflejado en la resolución y la posición que 

tengo respecto de dicha decisión 

3.2. Nuestra posición sobre los actos de discriminación 
 

En el apartado 44 de la presente resolución sobre los dispuesto por los vocales que 

todo aquel que menos cabe, Limite o restrinja el goce en ejercicios de sus derechos, 

entre ellos el de información, sea de hombres o mujeres, deberá ser sancionado en 

tanto la conducta analizada es contraria a la normas nacionales e internacionales. 

Como bien lo venimos señalando anteriormente fue un hecho de discriminación o fue 

un trato diferenciado pues queda claro que el trato diferenciado es aquella conducta 

por la que un proveedor niega a un consumidor la posibilidad de adquirir un producto 

o de disfrutar un servicio por cualquier motivo que no resista un análisis de 

proporcionalidad, razonabilidad u objetividad y que más bien este basado en 

cuestiones eminentemente subjetivas, por lo tanto no hay alguna razón objetiva para 

justificar la entrega de cartas diferenciadas. 

Pero también a criterio personal y sin discrepar con la sala se vulnero el derecho a la 

información debido que se entregó una carta sin precio a uno de los comensales, 
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siendo el precio el pilar fundamental para la toma de decisiones de los clientes 

respecto de un producto o servicio, mientras que si hablamos de discriminación, este 

es un tipo infractor más grave que el trato diferenciado, pues vulnera derechos 

fundamentales como la dignidad de la persona, bueno en el presente caso en ningún 

momento se ha vulnerado la dignidad de los comensales porque se les brindo el 

servicio de manera óptima y por ende también se les permitió el ingreso. 

Por lo tanto no es un factor doloso que haya utilizado R. N. para cometer actos de 

discriminación sino más bien el querer implantar una política que en Europa es muy 

común ver como criterios adoptados por los proveedores para con sus clientes en 

esas líneas seria que en nuestro país tenemos un largo camino por recoger para abrir 

las brechas e interpretar si fue necesario calificar con un acto de discriminación a un 

hecho suscitado en base a entrega de cartas diferenciadas que contenían los mismo 

alimentos pero donde solo se omitió consignar el precio 

tal vez nos falta mejorar nuestras políticas de prevención y concientización para así 

mantener informados a los proveedores y darles a conocer cuáles son sus derechos 

y obligaciones para con los consumidores en un mercado que todavía carece de 

vacíos donde sea las instituciones públicas encargadas de velar por el correcto 

funcionamiento del mismo. 

3.3. Nuestra posición sobre la política interna de R. N. 

 
En el apartado 54 de la presente resolución los vocales consideran lo siguiente: 

 
Una política interna no puede ser sustento para que un establecimiento comercial 

brinde un servicio diferenciado que podría vulnerar los derechos fundamentales de 

hombres o mujeres, dado que tanto el estado como los particulares se encuentran 

obligados a respetar los derechos fundamentales de las personas como el derecho a 

la igualdad 

Con relación a este criterio establecer que estoy talmente de acuerdo puesto que por 

más libertad de empresa que exista en el país reconocido en el artículo 59 de nuestra 

constitución tampoco debe vulnerar derechos constitucionales como el principio de 

igualdad y el de dignidad, somos un estado constitucional de derecho donde se 

respeta la vida como también la dignidad humana como fin supremo de nuestra 

sociedad por ende la libertad de empresa puede ejercerse siempre y cuando estos no 
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colisiones con los intereses generales de la sociedad, por lo que hay que tener un 

criterio de ponderación para examinar y saber que los derechos fundamentales de las 

personas están por encima de los económicos un caso muy claro fue la pandemia 

donde se cerró gran parte de la actividad económica en el país para salvaguardar la 

vida de la población. 

3.4. Nuestra posición sobre la graduación de la sanción 

 
La comisión en los apartados 78 y 81 de la presente resolución 

 
Menciona que por infracción al artículo 38 del código, corresponde imponer una 

sanción ejemplar que desincentive a los proveedores en incurrir en las referidas 

prácticas en contra de los consumidores y también hace hincapié en el inciso 81 de 

la presente resolución que se ha generado un daño que afectó gravemente el interés 

colectivo de los consumidores 

En primer lugar, como determinamos la gravedad del daño, para que esta sea 

calificada como grave porque como bien es sabido, el daño también está regulado en 

nuestro código civil, pero no nos brinda una definición exacta de lo que es daño por 

lo que debemos recurrir a la doctrina para establecer algunos alcances 

Tal como nos menciona Osterling (2010), entiende por daño desde una óptica jurídica 

lo siguiente: 

Es lesión que por dolo o culpa “de otro” recibe una persona en un bien jurídico que le 

pertenece, lesión que le genera una sensación desagradable por la disminución de 

ese bien, es decir, de la utilidad que le producía, de cualquier naturaleza que ella 

fuese; o que es todo menoscabo que experimente un individuo en su persona y bienes 

a causa de otro, por la pérdida de un beneficio de índole material o moral, o de orden 

patrimonial o extramatrimonial (p. 5). 

De lo antes mencionado debe quedar en claro que según el autor existen dos tipos 

de daño por un lado el material o patrimonial que es lo que experimenta un persona y 

el que recae directamente en el patrimonio de cosas o bienes dentro del cual está el 

daño emergente (disminución del patrimonio) y el lucro cesante (perdida de un 

enriquecimiento patrimonial previsto) y por otro lado el daño moral al que nos estamos 

refiriendo en el presente caso es la lesión a un derecho como resultado de una acción 

ilegitima, por lo tanto cabría preguntarnos se afectó la integridad de los comensales 
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con la sola entrega de las cartas, en mi criterio y con acuerdo a la posición Doctor 

JUAN ALEJANDO ESPINOZA miembro del colegiado, este no tenía un ámbito 

discriminatorio debido a que no se observa que dicho trato haya menos cavado o 

anulado el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos de las mujeres, debido a 

que si se les permitió el ingreso al local en ningún momento se les negó el servicio al 

contrario fueron atendidos por el personal de R. N. y por ende se cumplió con poner 

una carta a la vista de todos los clientes en la entrada del local, un carta con la 

información de precios tal cual lo establece el código de protección y defensa del 

consumidor en los articulo 4 y 5 sobre exhibición y lista de precios. 

Lo que pretendía R. N. era mejorar el servicio cambiando la experiencia de una cena 

romántica a los comensales y quedar a la par de restaurantes de 5 tenedores de 

Europa tanto como el de Montreal en Canadá y el Cinq de Paris, pero no haciéndolo 

de una manera dolosa tal cual, si lo hizo el resto bar “café del mar” restringiendo el 

ingreso de personas, generando consigo una discriminación de género y que solo fue 

multado con 25 UIT. 

Entonces cabría la posibilidad de hacer un test de razonabilidad tal cual nos menciona 

el profesor Edwin Figueroa Guitarra en su publicación PRAECEPTUM, y tal vez que 

la medida correctiva impuesta sea más proporcional 

Para ir cerrando este orden de ideas cabe mencionar que en gran parte los 

proveedores están expuestos ante cualquier queja o reclamo por parte de los 

consumidores, en ese sentido R. N. debería incorporarse a la lista de proveedores 

adheridos al sistema del Indecopi que nos es más que un arbitraje de consumo que 

de manera gratuita a implementado el Indecopi para que cualquier consumidor que 

vea afectado su derecho pueda recurrir, en las siguientes líneas detallare cómo 

funciona este sistema. 

En primer lugar el arbitraje de consumo viene a ser un mecanismo adicional con el 

que cuenta los proveedores y los consumidores para resolver cualquier controversia 

que puedan tener, es así que este mecanismo permite al consumidor que pueda 

obtener una indemnización y que se resuelva su controversia y no esperar 

necesariamente el pronunciamiento de la administración para luego ir al poder judicial 

para obtener una indemnización, por ello es que se implementó este arbitraje de 

consumo que es un mecanismo sencillo al cual los consumidores pueden acudir llenar 
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un formulario que está disponible en mesa de partes del Indecopi o también poder 

realizar vía página web donde se llena el formulario y simplemente se lo presenta ya 

sea manera presencial o a través del correo electrónico, este está pensando con la 

finalidad de solucionar cualquier tipo controversias que este relaciona a problemas de 

consumo para que así los afectados puedan acudir a la junta arbitral de consumo. 

Hay que dejar en claro que el sistema es voluntario por lo tanto no se puede obligar 

al proveedor ni al consumidor a que participen de este, salvo que estos hayan 

acordado previamente que ante cualquier conflicto van acudir al arbitraje de consumo 

Los proveedores que ya forman parte del sistema de consumo que son conocidos 

como proveedores adheridos al sistema, estos ante cualquier surgimiento de 

cualquier controversia previamente ya han señalado su consentimiento que si un 

consumidor o un cliente suyo acude a la junta arbitral ya no se necesita un previo 

consentimiento del proveedor porque estos ya manifestaron su voluntad cuando se 

adhirieron al mismo. 

Por lo que también es un beneficio tanto para los consumidores que reciben su 

indemnización así como para los proveedores que se evitan una posible sanción que 

el Indecopi podría imponerles, la ventaja para los proveedores es que aquí no se les 

sanciona debido a que no estamos ante un procedimiento sancionador, no es una 

denuncia que han presentado en contra de ellos sino una denuncia de arbitraje, 

entonces el tribunal de arbitraje simplemente se va a pronunciar sobre los pedidos del 

consumidor que puede ser una indemnización, por lo que esto lo pueden tomar 

también los proveedores como una oportunidad de mejorar el servicio para con sus 

clientes, esta es una instancia única que dura 45 días hábiles para que veas resuelta 

tu controversia por lo que es el mejor mecanismo para solucionar de manera rápida 

el conflicto y lo mejor de todo que es un procedimiento totalmente gratuito tanto para 

el consumidor como para el proveedores y por ultimo tener la oportunidad que ambas 

partes pueden decidir qué árbitro va resolver su controversia. 

4. Conclusiones 

 

R. N. si bien expedía a sus comensales cartas diferenciadas por temas de política 

interna no fue una manera justificada y razonable de hacerlo, aun mas haciendo 

alusión a una galantería asía la mujer, debido que dicho acto solo se suscitaba en 
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ocasiones especiales sino que también ya se había establecido dentro de los 

estatutos de la empresa, por lo que se denota que era una conducta habitual que 

había adoptado el restaurante, tal vez R. N. debió prever las consecuencias que 

surgirían al momento de entregar cartas sin precios y con ello restringirles el derecho 

a la información a las mujeres el cual se consagra en el artículo 65 de nuestra 

constitución y el artículo 1 inciso (b) del código de protección y defensa del 

consumidor. 

Lo que si consigno R. N. fue un listado de precios en la entrada de su local donde se 

exhibía los precios de los alimentos que ofrecía (véase en el folio 88 de la constatación 

notarial realizada el 29 de agosto del 2018) cumpliendo con las disposiciones 

establecidas en el artículo 4 y 5 del código de protección y defensa del consumidor, 

sobre la presentación e información de la carta de precios, a vista de todo el público 

en general 

R. N. nunca pretendió cometer actos de discriminación todo lo contrario lo que 

pretendía era intentar replicar lo que pasa en otros restaurante de otros países y con 

ello conseguir estar a la altura de los mismos tales como el Benaventure hotel en 

Montreal Canadá, el Gavroche en Londres y el Cinq en Paris Francia (véase en el 

folio 79), sin tener en cuenta que dichos actos calificarían como un trato discriminatorio 

por ende cabría la posibilidad de poder interpretarlo de esa manera diferente, también 

es cierto que las normas nunca se interpreta de manera aislada sino que estas deben 

ir acordes a ciertos criterios y principios como lo vine mencionando anteriormente 

interpretarse en base a cierto principios donde se interpreten de manera idónea, 

necesaria y proporcional debido a que hubieron otros casos en los que algunos 

proveedores solamente fueron sancionados con 25 UIT por hechos de discriminación 

de género. 

Tampoco cabría posibilidad de calificar una supuesta vulneración de idoneidad del 

servicio porque esta correspondería a una relación en lo que se brinda al consumidor, 

pero si es que efectivamente lo que le genera satisfacción por ende a los dos se le 

permitió el ingreso al local y también se les brindo el servicio de alimentos. 

Cabe resaltar que, si se vulnero el derecho de acceder a una información clara, veraz, 

aunque la lista de precios haya estado en la puerta de ingreso puesto que es derecho 
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accesible de todo consumidor brindársele una información oportuna y fácilmente 

entendible para la determinación de su consumo respecto de un producto o servicio. 

Tampoco existió un correcto test de razonabilidad al momento de sancionar a R. N. 

 
Se precisa que debemos tener en cuenta los Criterios de graduación con respecto a 

las sanciones administrativas, conforme lo establece el artículo 112 de la ley 27444 

está no calificaría como grave debido que no estamos ante un proveedor reincidente 

tal como se presenta a continuación: 

Fuente: Registro de Infracción y sanciones (RIS) 

 
De lo que va del 2017 al 09 de septiembre 2021 que se hizo la respectiva consulta R. 

N. solo se le atribuye una denuncia y es por el presente caso, recordemos que a R. 

N. fue condecorada por la municipalidad de Miraflores quien se hizo acreedor al 

premio “programa de calidad de servicio al cliente” (folio 76) 

Por lo tanto, se debió tener en cuenta que no se trata de un proveedor reincidente, de 

acuerdo a ello se debe tener en cuenta que las infracciones cometidas deben ser 

proporcionales a las multas que se imponen, y a los fines que se pretenda tutelar. 

A mi criterio la multa no hace más que desalienta a la inversión privada por ello creo 

que hay otras medidas como son el capacitar a los proveedores por parte de las 

instituciones del estado para que estos puedan evitar cometer actos donde se 

vulneren derechos constitucionales, la sanción debe ser la última ratio como una señal 

de corregir conductas de proveedores reincidentes en actos de esta naturaleza 

Con lo que respecta la verdad material buen cabe mencionar que una constatación 

notarial lo único que hace es dar fe de todo lo que se evidencia al momento que se 

realiza la misma, por ende no sería una prueba idónea que me acredite que al 
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momento que se suscitaron los hechos esta se estaba exhibiendo en la entrada del 

restaurante, se habla de atentar contra el principio de verdad material debido a que la 

asociación menciona que no sería una prueba idónea el presentar esta acta notarial 

del 29 de agosto a una denuncia que fue presentada el 23 de julio un mes antes 

porque se atentaría contra este principio. 
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6. ANEXOS 

 

Anexo N° 1 - Escrito de la denuncia. 

Anexo N° 2 - Admisión a trámite. 

Anexo N° 3 - Descargos. 

 
Anexo N° 4 -  Absolución de descargos. 

 
Anexo N° 5 - Contestación a la absolución de descargos 

Anexo N° 6 - Alegatos Finales 

Anexo N° 7 - Resolución de Primeria Instancia. 

Anexo N° 8 - Recurso de Apelación. 

Anexo N° 9 - Absolución de la Apelación. 

 
Anexo N° 10 - Resolución de Segunda Instancia 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 


